
República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. : 11001-33-42-057-2017-00335-00                            
Demandante        : JORGE LUIS SALAZAR CUDRIZ    
Demandado         : NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 

NACIONAL  

  

Mediante sentencia de primera instancia proferida el 9 de marzo de 2020, 

este Despacho negó las pretensiones de la demanda, decisión que fue 

notificada mediante correo electrónico el 10 de marzo de 2020, de 

conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El apoderado la parte actora interpuso recurso de apelación contra la 

sentencia de primera instancia, mediante escrito radicado el 7 de julio de 

2020. 

 

De conformidad con lo previsto en los artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 

2011, el recurso de apelación interpuesto es procedente toda vez que fue 

sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales. En ese 

orden, el Despacho,  

 

RESUELVE: 

 

1. CONCEDER en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra la sentencia proferida el 9 de marzo de 2020 

que negó las pretensiones de la demanda. 

 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Concede 
recurso de apelación 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2017-00335-00 
Demandante: Jorge Luis Salazar Cudriz  

Demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional  

2. Ejecutoriada la presente providencia, remítase a la mayor brevedad el 

expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia. 

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 
 

KGO 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

28/09/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. : 11001-33-42-057-2018-00479-00                            
Demandante        : GERMAN AUGUSTO CASTRO RAMOS   
Demandado         : INSTITUTO DISTRITAL DE RECREACIÓN Y 

DEPORTE I.D.R.D. 

  

Mediante sentencia de primera instancia proferida el 27 de febrero de 2020, 

este Despacho negó las pretensiones de la demanda, decisión que fue 

notificada mediante correo electrónico el 2 de marzo de 2020, de 

conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El apoderado la parte actora interpuso recurso de apelación contra la 

sentencia de primera instancia, mediante escrito radicado el 10 de marzo 

de 2020. 

 

De conformidad con lo previsto en los artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 

2011, el recurso de apelación interpuesto es procedente toda vez que fue 

sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales. En ese 

orden, el Despacho,  

 

RESUELVE: 

 

1. CONCEDER en el efecto suspensivo, el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante contra la sentencia proferida el 27 de febrero de 

2020 que negó las pretensiones de la demanda. 

 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Concede 
recurso de apelación 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00479-00 
Demandante: German Augusto Castro Ramos  

Demandado: I.D.R.D. 

2. Ejecutoriada la presente providencia, remítase a la mayor brevedad el 

expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia. 

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 
 

KGO 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

28/09/2020 



 
 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  : 11001-33-42-057-2018-00507-00                            
Demandante  : CATHERIN ULLOA HERRERA 
Demandado  : SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS EN 

SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E.    
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Cita Audiencia 
de Conciliación 

 

Mediante sentencia de primera instancia, proferida el 30 de enero de 2020, 

este Despacho accedió a las pretensiones de la demanda, decisión que fue 

notificada a través de mensaje al buzón electrónico, el 6 de febrero de 2020, 

de conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Las partes interpusieron recursos de apelación contra la sentencia de primera 

instancia, que sustentaron a través de memoriales radicados el 20 de febrero 

de 2020 y 3 marzo 2020. 

 

De conformidad con lo previsto en el inciso cuarto del artículo 192 de la Ley 

1437 de 2011, previo a decidir sobre la concesión de los recursos es 

procedente citar a las partes a audiencia de conciliación, diligencia de 

obligatoria asistencia, so pena de declarar desiertos los recursos si los 

apelantes no asisten. 

 

Asimismo, la entidad accionada deberá comparecer con el concepto previo del 

Comité de Conciliación y Defensa Judicial, de conformidad con lo indicado por el 

Decreto 1716 de 2009. 

  

Para tal fin se remitirá a los correos electrónicos de las partes la citación a 

audiencia a través de la plataforma virtual de Microsoft Teems.  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00507-00 

Demandante: Catherin Ullos Herrera   
Demandado: Subred Integrada de Servicios en Salud Centro Oriente E.S.E.    

 
. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. FIJAR el día jueves quince (15) de octubre de 2020, a las once de 

la mañana (11:00 a.m.), como fecha y hora para la celebración de la audiencia 

de conciliación de que trata el inciso cuarto del artículo 192 de la ley 1437 de 

2011, dentro del proceso de la referencia, la cual se realizará a través de la 

plataforma virtual de Microsoft Teems. 

 

SEGUNDO. PREVENIR a las partes sobre el carácter obligatorio de la 

asistencia a la audiencia de conciliación, y ADVERTIR que si los apelantes no 

asisten a la diligencia, los recursos serán declarados desiertos. 

 

TERCERO. ADVERTIR a la entidad accionada el deber de comparecer a la 

citada Audiencia con el concepto previo del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial, de conformidad con lo indicado por el Decreto 1716 de 2009. 

 
 
 
 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
KGO 

 

28/09/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2018-00553-00 
Accionante          :   ALEXANDRA MICOLTA ANGULO 
Accionado           : 

 
SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
CENTRO ORIENTE E.S.E. 

 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 – convoca a las 
partes a audiencia de pruebas 

 

 
 

Procede el Despacho a señalar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia  de 

pruebas prevista por el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, la cual se realizará el 

día martes seis (6) de octubre de 2020, a partir de las ocho y treinta minutos de la 

mañana (8:30 a.m.) a través de la plataforma virtual Microsoft Teams, de 

conformidad con lo establecido por el Consejo Superior de la Judicatura, en virtud 

de la coyuntura social ocasionada por la pandemia Covid-19. 

 

En su debida oportunidad se les remitirá a las partes y a los testigos, a través del 

correo electrónico de notificaciones, el link respectivo para el ingreso a la reunión y 

los protocolos para su comparecencia. La parte actora deberá suministrar las 

direcciones de correo electrónico de las personas citadas a declarar para remitir las 

invitaciones a la diligencia. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 
 

1. FIJAR el día martes seis (6) de octubre de 2020, a las ocho y treinta minutos de 

la mañana (8:30 a.m.) para la celebración de la audiencia de pruebas de que trata 

el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00553-00                            
Demandante: Alexandra Micolta Angulo 

Demandada: Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E.  
 
 

2. REQUERIR a la parte demandante para que suministre al Despacho las direcciones 

de correo electrónico de las personas citadas a rendir declaración, a fin de remitirles 

el link para ingreso a la plataforma virtual. 

 

3. REQUERIR a la entidad accionada por ÚNICA VEZ para que, en cumplimiento del 

deber impuesto por el numeral 8º del artículo 78 del Código General del Proceso, se 

sirva dar respuesta al oficio No. 575-J057 del 27 de julio del año en curso, radicado 

por la parte actora a la partida No. 20203500107392 el 12 de agosto último, para la 

obtención de los documentos referidos en auto de pruebas proferido dentro de la 

audiencia inicial  celebrada el día 15 de julio del año en curso.  

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 

 
  

 

 

 

28/09/2020 



 
 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  : 11001-33-42-057-2018-00555-00                            
Demandante  : NELCY YANETH CORDOBA LEMUS   
Demandado  : SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS EN 

SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E.    
 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Cita Audiencia 
de Conciliación 

 

Mediante sentencia de primera instancia, proferida el 6 de marzo de 2020, este 

Despacho accedió a las pretensiones de la demanda, decisión que fue 

notificada a través de mensaje al buzón electrónico, el 6 de marzo de 2020, de 

conformidad con el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Las partes interpusieron recursos de apelación contra la sentencia de primera 

instancia, que sustentaron a través de memoriales radicados el 1 y 7 de julio 

2020. 

 

De conformidad con lo previsto en el inciso cuarto del artículo 192 de la Ley 

1437 de 2011, previo a decidir sobre la concesión de los recursos es 

procedente citar a las partes a audiencia de conciliación, diligencia de 

obligatoria asistencia, so pena de declarar desiertos los recursos si los 

apelantes no asisten. 

 

Asimismo, la entidad accionada deberá comparecer con el concepto previo del 

Comité de Conciliación y Defensa Judicial, de conformidad con lo indicado por el 

Decreto 1716 de 2009. 

  

Para tal fin se remitirá a los correos electrónicos de las partes la citación a 

audiencia a través de la plataforma virtual de Microsoft Teems.  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00555-00 

Demandante: Nelcy Yaneth Cordoba Lemus   
Demandado: Subred Integrada de Servicios en Salud Centro Oriente E.S.E.    

 
. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. FIJAR el día jueves quince (15) de octubre de 2020, a las diez de 

la mañana (10:00 a.m.), como fecha y hora para la celebración de la audiencia 

de conciliación de que trata el inciso cuarto del artículo 192 de la ley 1437 de 

2011, dentro del proceso de la referencia, la cual se realizará a través de la 

plataforma virtual de Microsoft Teems. 

 

SEGUNDO. PREVENIR a las partes sobre el carácter obligatorio de la 

asistencia a la audiencia de conciliación, y ADVERTIR que si los apelantes no 

asisten a la diligencia, los recursos serán declarados desiertos. 

 

TERCERO. ADVERTIR a la entidad accionada el deber de comparecer a la 

citada Audiencia con el concepto previo del Comité de Conciliación y Defensa 

Judicial, de conformidad con lo indicado por el Decreto 1716 de 2009. 

 
 
 
 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
KGO 

 

28/09/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00040-00 
Accionante          :   LEIDY JOHANNA ROMERO OTÁLORA 
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 
NACIONAL - DIRECCIÓN DE SANIDAD - HOSPITAL 
CENTRAL DE LA POLICÍA 

 

Artículo 180 Ley 1437 de 2011 – Convoca Audiencia de pruebas 
 
 

Procede el Despacho a señalar fecha y hora para llevar a cabo la audiencia  de 

pruebas prevista por el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, la cual se realizará el 

día martes trece (13) de octubre de 2020, a partir de las ocho y treinta minutos de 

la mañana (8:30 a.m.) a través de la plataforma virtual Microsoft Teams, de 

conformidad con lo establecido por el Consejo Superior de la Judicatura, en virtud 

de la coyuntura social ocasionada por la pandemia Covid-19. 

 

En su debida oportunidad se les remitirá a las partes y a los testigos, a través del 

correo electrónico de notificaciones, el link respectivo para el ingreso a la reunión y 

los protocolos para su comparecencia. La parte actora deberá suministrar las 

direcciones de correo electrónico de las personas citadas a declarar para remitir las 

invitaciones a la diligencia. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 
 

1. FIJAR el día martes trece (13) de octubre de 2020, a las ocho y treinta minutos 

de la mañana (8:30 a.m.) para la celebración de la audiencia de pruebas de que 

trata el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00040-00                            
Demandante: Leidy Johanna Romero Otálora 

Demandada: Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Dirección de Sanidad - Hospital Central de la Policía  
 
 

2. REQUERIR a la parte demandante para que suministre al Despacho las direcciones 

de correo electrónico de las personas citadas a rendir declaración, a fin de remitirles 

el link para ingreso a la plataforma virtual. 

 

3. ADVERTIR  al apoderado judicial de la parte actora que deberá garantizar la 

asistencia de Leidy Johanna Romero Otálora a la mencionada diligencia de pruebas 

para la realización del interrogatorio de parte decretado de oficio, en cumplimiento del 

deber previsto en el numeral 11 del artículo 78 del Código General del Proceso. 

 

4. PONER  en conocimiento de la parte actora la información suministrada por la 

entidad  accionada en el oficio S-2020-040753- del 19 de agosto del año en curso, 

junto con sus anexos en seis (6) folios útiles, que fue remitido a través de correo 

electrónico en respuesta al requerimiento de pruebas documentales decretadas en 

auto del 29 de julio del año en curso, para que se pronuncie sobre su  conformidad en 

la audiencia que se llevará a cabo el próximo trece (13) de octubre.  

 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 

 
  

 

 

 

28/09/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00084-00 
Accionante          :   JAIRO NELSON PIRACHICÁN SABOGAL 
Accionada           : 

 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO 
OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ 

Tema                    : 
 

RELIQUIDACIÓN DE HORAS EXTRAS, 
COMPENSATORIOS, JORNADA NOCTURNA Y 
FESTIVOS 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 – Fija fecha 
continuar con audiencia inicial 

 

 

En atención al silencio que guardaron las partes frente al requerimiento efectuado 

por auto del 6 de agosto último para obtener información sobre las resultas del 

eventual acuerdo conciliatorio, procede el Despacho a señalar fecha y hora para 

dar continuidad al trámite de la audiencia inicial prevista por el artículo 180 de la 

Ley 1437 de 2011. 

 

En consecuencia,  se convocará a las partes para el día miércoles catorce (14) de 

octubre de 2020, a las ocho y treinta minutos de la mañana (8:30 a.m.) a través de 

la plataforma virtual Microsoft Teams, de conformidad con lo establecido por el 

Consejo Superior de la Judicatura, en virtud de la coyuntura social ocasionada por 

la pandemia Covid-19. 

 

En su debida oportunidad se les remitirá a las partes, a través del correo electrónico 

de notificaciones, el link respectivo para el ingreso a la reunión y los protocolos para 

su comparecencia. 

 

Adviértase a los apoderados que su asistencia a la audiencia programada es 

obligatoria, so pena de incurrir en la sanción de dos (2) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, al tenor del numeral 4 del referido artículo 180.  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00084-00                            
Demandante: Jairo Nelson Pirachicán Sabogal 

Demandada: Unidad Administrativa Especial Cuerpo Oficial de Bomberos de Bogotá  
 
 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 
 

1. FIJAR el día miércoles catorce (14) de octubre de 2020, a las ocho y treinta 

minutos de la mañana (8:30 a.m.) para continuar con el trámite de la audiencia inicial 

de que trata el artículo 180 de la ley 1437 de 2011, dentro del presente proceso. 

 

2. ADVERTIR a los apoderados de las partes sobre el carácter obligatorio de su 

asistencia a la audiencia programada, so pena de las consecuencias previstas en el 

numeral 4 del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011.  

 

3.- Reconocer  al abogado Ricardo Escudero Torres, identificado con la C.C.  No. 

79.489.195 expedida en Bogotá y portador de la T.P.  No. 69.945 del C.S.J., como 

apoderado de la entidad accionada, en los términos y para los efectos del poder 

conferido.  

Notifíquese y cúmplase 
 

 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
PESR 

  

28/09/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00228-00                            

Convocante  : NORALBA LEÓN LÓPEZ  

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                               . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a resolver sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 9 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre Noralba León López y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la reliquidación 

de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, vacaciones y 

navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas computables, de 

conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y el numeral 

2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) del 

artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i) El ordenamiento jurídico nacional reconoce el derecho de los integrantes de la 

Fuerza Pública a una pensión cuando cumpla con los requisitos exigidos (art. 220 



Rad. núm. 110013342057-2020-00228-00 
Convocante: Noralba León López 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
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C.P.), cuyas partidas deben ser reajustadas periódicamente con miras a evitar la 

pérdida de su poder adquisitivo, conforme a lo establecido por el artículo 56 del 

Decreto 1091 de 1995 y el artículo 3 de la Ley 923 de 2004.  

 

ii) A la convocante Noralba León López le fue reconocida por la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional - CASUR asignación de retiro mediante Resolución 

000274 del 19 de enero de 2012, con efectos fiscales a partir del 2 de febrero de 

2012, para cuyo cálculo fueron tenidas en cuenta seis (6) partidas computables, de 

las cuales tan solo dos han sido ajustadas con el paso de los años, sin incremento 

alguno en las siguientes: 

 

PARTIDAS NO REAJUSTADAS A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO 

1/12 PRIMA DE NAVIDAD $ 219.417 

1/12 PRIMA DE SERVICIOS $ 86.553 

1/12 PRIMA DE VACACIONES $ 90.160 

SUBSIDIO DE ALIMENTACIÓN $ 40.137 

 

iii) Al margen de lo previsto en el régimen de asignaciones de retiro para el personal 

de la Fuerza Pública, la entidad convocada ha omitido  aplicar los incrementos y 

ajustes anuales a las partidas computables mencionadas en precedencia a partir 

del año siguiente de su vigencia, esto es, desde 2013, vulnerando el derecho 

fundamental de actualización monetaria, denominado principio de oscilación. 

 

iv) En el mes de julio de 2019 la entidad convocada aplicó un incremento total al 

monto de la asignación de retiro del convocante, en los términos del Decreto 1002 

de 2019, pero sin tener en cuenta la previa actualización de las partidas 

computables desde el año 2013, por lo que aún persiste la omisión al deber de 

reajuste de su derecho pensional. 

 

v) El 8 de enero de 2020 presentó reclamación formal ante la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional - CASUR para obtener la reliquidación y reajuste de su 

asignación de retiro, en razón a que las partidas computables de primas de navidad, 

servicios y vacaciones y el subsidio de alimentación no habían sido incrementados 

por aplicación del principio de oscilación, como sí ocurrió con las restantes. 

 

vi) Mediante el oficio No. 535225 del 3 de febrero de 2020 la entidad convocada, 

tras aceptar el error en que había incurrido, negó la petición, pero invitó a la 



Rad. núm. 110013342057-2020-00228-00 
Convocante: Noralba León López 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
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convocante a iniciar el trámite de conciliación prejudicial ante la Procuraduría 

General de la Nación, agotando así el procedimiento ante la administración por la 

improcedencia de recursos. 

 

vii)  No obstante que a partir de enero de 2020 la Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional - CASUR aplicó un nuevo reajuste, por efectos del Decreto 318 del 

año en curso, aún persiste la deficiente liquidación de la asignación de retiro, ya que 

no han sido actualizadas las precitadas partidas computables con los incrementos 

correspondientes a los años 2013 a 2019, adeudándole a la fecha de presentación 

de la petición la suma de $6.989.623.89, aplicando prescripción cuatrienal. 

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por la convocante Noralba León López, con C.C.  No. 

41.907.867 al abogado Diego Abdón Tamayo Gómez, con la facultad expresa para 

conciliar ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR respecto 

de las pretensiones de reajuste de la asignación de retiro. 

- Resolución No. 000274 del 19 de enero de 2012 expedida por el Director de la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció a la 

convocante la asignación de retiro con el 87% de las partidas computables, con 

efectos fiscales a partir del 2 de febrero de 2012. 

- Reclamación administrativa presentada el 8 de enero de 2020 por Noralba León 

López, a través de apoderado judicial, ante la Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional – CASUR, tendiente a obtener la  reliquidación de su asignación 

de retiro por omisión del principio de oscilación en las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación desde el 

año 2013 y hacia futuro. 

- Oficio con radicado No. 202012000021171 id: 535225 de febrero 3 de 2020, por el 

cual CASUR se pronunció sobre la reclamación de la convocante, afirmando que 

ya había efectuado el reajuste a partir de 2019, pero invitando a la convocante a 

adelantar el procedimiento de conciliación prejudicial ante la Procuraduría General 

de la Nación por las diferencias causadas con anterioridad. 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 
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reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro de la 

convocante. 

- Hoja de servicios No. 41907867 correspondiente a la señora Noralba León López 

expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional el 1 de 

diciembre de 2011. 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el acta de 12 de agosto de 2020 ante el procurador  9 Judicial II en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 

  

“…Posteriormente se le concede el uso de la palabra al apoderado de la 
entidad convocada, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el 
comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad en relación con la 
solicitud formulada, a lo cual manifestó: “El comité de conciliación y defensa 
judicial mediante Acta 33 del 30 de JULIO de 2020 consideró: SC (R) 
NORALBA LEON LOPEZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 
41.907.867, se le reconoció ASIGNACIÓN MENSUAL DE RETIRO mediante 
la resolución no. 000274 del 19 de enero de 2012 expedida por CASUR, en 
cuantía del 87%, tomando para la liquidación de la prestación, el sueldo y 
partidas computables, establecidas en los Decretos 1091 de 1995, 4433 de 
2004, normas de carácter especial mediante las cuales se expide el Régimen 
de asignaciones y prestaciones para el personal del Nivel Ejecutivo de la 
Policía Nacional. En la actualidad, el convocante solicita se evalué su 
pretensión, en razón a que se trata de un miembro del NIVEL EJECUTIVO, 
pretendiendo se reajuste su asignación de retiro fundamentado en los 
incrementos que en su apreciación deben tener las partidas computables. En 
el caso del SC (R) NORALBA LEON LOPEZ, al Comité de Conciliación y 
Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional le 
asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido por este Cuerpo 
Colegiado en Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en cuanto al reajuste de 
las partidas computables de la asignación mensual de retiro denominadas 
subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, servicios 
y vacaciones, bajo los siguientes parámetros:  

 

1. Se reconocerá el 100% del capital.  

2. Se conciliará el 75% de la indexación  

3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la 
cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en 
el cual no habrá lugar al pago de intereses.  
 
4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional 
correspondiente.  
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En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el 
presente asunto le asiste ánimo conciliatorio: 
  

VALOR CAPITAL INDEXADO $ 6.666.132  
VALOR CAPITAL 100% $ 6.315.652  
VALOR INDEXACION $ 350.480  
VALOR INDEXACION POR EL 75% $ 262.860  
VALOR CAPITAL MAS (75%) DE LA INDEXACION $ 6.578.512  
DESCUENTO CASUR $ - 219.696  
DESCUENTO SANIDAD $ - 228.518  
VALOR TOTAL DE LA CONCILIACION $ 6.130.298”  
 

 

 
Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó  la certificación expedida 

el 5 de agosto de 2020 por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación de 

CASUR, anexando la correspondiente liquidación con una propuesta económica que 

tasó en la suma neta a pagar de $6.130.298, aplicando prescripción para diferencias 

anteriores al 8 de enero de 2017 y reliquidando la asignación de retiro con una 

mesada para la vigencia del año 2020 de $ 3.344.171. 

 
Oída la intervención de la entidad convocada, la convocante NORALBA LEÓN 

LÓPEZ, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los términos  consignados. 

  
El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 9 Judicial II para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 12 de agosto de 2020, entre NORALBA LEÓN LÓPEZ y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 
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La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 

tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad, los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que la convocante NORALBA LEÓN LÓPEZ fue 

debidamente representada por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del escrito que obra anexo a la actuación. 

 

Sobre este punto debe precisar el Despacho que, si bien se logró evidenciar la 

ausencia del respectivo documento de poder del togado para la actuación en 

representación de la convocante ante el agente del Ministerio Público2, tal situación, 

en estricta aplicación del principio de primacía del derecho sustancial (art. 228 

Constitución Política), se tendrá por superada con la aportación del escrito de poder 

que aparece otorgado al abogado conciliador el día 5 de junio de 2020 y que, como lo 

afirma el mismo abogado, por “…error calami”  no se anexó al trámite ante la 

Procuraduría General de la Nación; además, por la consabida situación coyuntural 

causada por la pandemia  Covid 19, estima el Despacho que la precitada  formalidad 

se tiene por cumplida con la  incorporación del poder en esta instancia, por aplicación 

del  principio de lealtad procesal que impera en todo trámite ante la administración de 

justicia.  

 

De otro lado, la entidad convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR  compareció a través de apoderado con expresas facultades para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

entidad, conforme a la certificación expedida por la respectiva Secretaría Técnica el 

día 5 de agosto de 2020.  

 
En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 
concerniente a la debida representación de las partes. 
 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 
2 Así lo corroboraron tanto el Procurador 9 Judicial II como el apoderado de la convocante, en las respuestas 

dadas al Juzgado al requerimiento efectuado mediante auto del 3 de septiembre último, cuyos escritos fueron 

remitidos por correo electrónico y reposan dentro del expediente. 
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Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

Se encuentra acreditado que la convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Sub Comisario del nivel ejecutivo con 

última ubicación laboral en el la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional 

con sede en Bogotá, por lo que es dable concluir que la Procuraduría 9 Judicial II 

para Asuntos Administrativos de esta ciudad, tenía competencia para adelantar la 

conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, la convocante Noralba León López reclama el reconocimiento 

y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante de la Policía 

Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de carácter económico 

y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado entre las partes es un 

asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, transacción y 

desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que la convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 8 de enero de 2020  para reclamar el reconocimiento y pago de la 

reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 3 de febrero de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 16 de junio de 2020, esto es, dentro del término legal. 
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3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19953, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

 
3 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado4 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20045, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
5 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 
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“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  
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efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20046, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

 
6 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018,  con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado7 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 

 
7 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro de la convocante, ya que en efecto se halló 

acreditada la omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de 

alimentación desde su reconocimiento, conforme lo manifestó el Comité de 

Conciliación en los argumentos que sirvieron de sustento a la propuesta conciliatoria, 

apoyados en los registros correspondientes a la convocante.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 
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partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se realizó el 8 de enero de 2020 y el cómputo de las diferencias se hizo 

a partir del 8 de enero de 2017, situación que fue aceptada voluntariamente por la 

parte convocante.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 12 de agosto de 2020, guarda concordancia 

con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por cuanto: (i) las partes 

se encontraban debidamente representadas y facultadas para conciliar, (ii) se 

conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el medio de control 

que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo probatorio allegado 

al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la obligación cancelada, 

y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, de tal suerte que, se 

impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

 

RESUELVE: 
 

 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre la señora 

NORALBA LEÓN LÓPEZ, identificada con la C.C.  No. 41.907.867 y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la Procuraduría 9 Judicial 

II Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 12 de agosto de 2020, 

correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro por la 

omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas de 

servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo con lo 

expuesto en las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
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CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  
Jueza 

 
PESR 

 

28/09/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. :  11001-33-42-057-2020-00250-00                            
Accionante          :  FABIAN ANTONIO BOBADILLA AMAYA 
Accionado           :  NACION - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
 
 

- IMPEDIMENTO - 
 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 131 de la Ley 1437 de 2011, 

procede la suscrita Jueza 57 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá a 

manifestar el impedimento que me asiste para conocer del presente asunto 

asignado por reparto, acorde con las razones que a continuación se 

consignan: 

 

I. ANTECEDENTES 

 

El señor Fabián Antonio Bobadilla Amaya, en ejercicio del medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho previsto en el artículo 138 de la Ley 

1437 de 2011, propone demanda contra la Nación - Fiscalía General de la 

Nación, con el fin de obtener la reliquidación y pago retroactivo debidamente 

indexado, junto con los intereses moratorios, sobre el reajuste salarial causado 

desde el 1 de enero de 2013, con la inclusión de la bonificación judicial 

reconocida mediante el Decreto 382 de 2013.  

 

II. CONSIDERACIONES 
 

 

En primer lugar, precisa la suscrita Jueza que en casos como el que aquí se 

plantea, en donde se discute la calidad de factor salarial de la "bonificación 

judicial", me había declarado impedida por considerar que me hallaba incursa 
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en la causal de recusación por el eventual interés que me pudiera asistir en mi 

condición de servidora pública de la Rama Judicial. 

 

No obstante, la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en 

providencia del 13 de febrero de 20171, desestimó mis argumentos para 

apartarme del conocimiento de tales pretensiones, con sustento en el criterio 

adoptado por el Consejo de Estado, en los siguientes términos: 

 

"Lo anterior, fue reiterado por el H. Consejo de Estado, en providencia en 

la que concluyó que "(...) los funcionarios de la Fiscalía General de la 

Nación y los funcionarios de la Rama Judicial están sometidos a regímenes 

salariales y prestacionales sustancialmente diferentes"2, y por lo tanto 

declaró "infundado el impedimento para conocer del presente asunto, toda 

vez que los Magistrados del Tribunal no se ven inmersos en la situación 

descrita en la citada causal, puesto que no tienen interés directo o indirecto 

en las resultas del proceso"3. 

 
En consecuencia, la Sala Mayoritaria ha decidido acoger la postura 

esgrimida por el Consejo de Estado, para declarar no fundado el 
impedimento que han expresado los Jueces Administrativos del 
Circuito de Bogotá en este tipo de controversias, pues aunque el 

emolumento en discusión es percibido por los funcionarios de la Rama 

Judicial lo cierto es que la norma que lo creó es diferente para los 

empleados de la Fiscalía General de la Nación y para los de la Rama 

Judicial, como expresó el máximo Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo." (Destaca el Despacho). 

 
 

Así las cosas, es preciso señalar, en decisión de Sala Plena del 18 de marzo 

de 20194, varió su posición sobre el tema, manifestando que los Jueces 

Administrativos del Circuito de Bogotá sí se encuentran impedidos para 

conocer de los asuntos en los que se reclame por parte de empleados de la 

Fiscalía General de la Nación el factor salarial de la bonificación judicial creada 

por el Decreto 382 de 2013, con sustento en la nueva postura asumida por el 

Consejo de Estado como Tribunal de cierre de la jurisdicción. 

 

 
1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sala Plena, auto del 13 de febrero de 2017, actora Claudia Marcela 

Rúgeles Fonseca contra la Nación-Fiscalía General de la Nación, radicación No. 11001334205720160033301, 

Magistrada Ponente Patricia Salamanca Gallo.   

2 Expediente No. 05001-23-33-000-2015-00064-01 (1235-01). Demandante Olga Luz Arrubla de Montoya; 

demandado: Fiscalía General de la Nación. Consejero ponente Dr. Gabriel Valbuena Hernández, providencia de 10 

de marzo de 2016. 
3 ib ídem. 

4 Decisión adoptada dentro del trámite de impedimento con ocasión del proceso instaurado por Juan Carlos Lozano 

Bocanegra contra la Fiscalía General de la Nación, radicación 11001333502620180048501, con ponencia del 

Magistrado Luis Antonio Rodríguez Montano. 
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Dicha decisión también fue adoptada en las siguientes providencias: auto de 

Sala Plena de 18 de marzo de 2019, Magistrado oponente, José Elver Muñoz 

Barrera, radicado 2018-00253-00, auto de Sala Plena de 18 de marzo de 2019, 

M.P. Felipe Alirio Solarte Maya, radicado 2018-00450-01, auto de Sala Plena 

de 18 de marzo de 2019, M.P Samuel José Ramírez Poveda, radicado 2018-

00547-01, auto de Sala Plena de 18 de marzo de 2019, M.P Israel Soler 

Pedroza, radicado 2018-00471-01, auto de Sala Plena de 18 de marzo de 

2019, M.P. Néstor Javier Calvo Chávez, radicado 2018-01802-00, auto de Sala 

Plena de 11 de marzo de 2019, M.P. Fernando Iregui Camelo, radicado 2018-

00322-01. 

 

Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca sustentó su nueva 

posición con Ios siguientes argumentos: 

 

"Sin embargo, recientemente, la Sala Plena varió esta posición, en el 

sentido de considerar que cuando se manifiesta el impedimento por los 

jueces administrativos del circuito en relación con las demandas 

presentadas por los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, cuya 

controversia se centra en la reclamación de la bonificación judicial de que 

trata el Decreto 382 de 2013, como factor salarial para la liquidación de 

las prestaciones sociales, se debe declarar fundado, en tanto que el 

fundamento legal de las pretensiones es la Ley 4 de 1992, disposición 

aplicable tanto a los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación y 

como a los de la Rama Judicial. 

 

Al respecto, esta Corporación en providencia de 11 de marzo de 20195, 

consideró: 

 

No obstante, recientemente, la Sala Plena varió su postura y consideró que 

cuando se reclama el impedimento presentado por los Jueces 

Administrativos, respecto de las demandas presentadas por los servidores 

de la Fiscalía General de la Nación, cuyo objeto es la reclamación de la 

bonificación judicial prevista en el Decreto 0382 de 2013, como factor 

salarial para la liquidación de las prestaciones sociales, debe declararse 

fundado. 

 

El nuevo criterio se originó en recientes pronunciamientos del Consejo 
de Estado, en los que los Magistrados de esta Corporación se 

declararon impedidos para conocer procesos relacionados con 
prestaciones de servidores de la Fiscalía General de la Nación, pese a 

que estaban reguladas en disposiciones normativas distintas a las 

aplicables a los servidores de la Rama Judicial. 

 

 
5 Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Providencia de 11 de marzo de 2019. M.P. Dr. Fernando Iregui Camelo. 
Expediente n.° 253073333003201800322-01. 
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Específicamente, la Sección Tercera del H. Consejo de Estado declaró 

fundado el impedimento presentado por los Magistrados de la Sección 

Segunda de dicha Corporación, para conocer de la demanda de nulidad 

parcial del artículo 1º del decreto 382 de 2013, por medio del cual se creó 

una bonificación judicial para los servidores de la Fiscalía General de la 

Nación, teniendo en cuenta que el resultado del proceso afectaría de 

forma directa el ingreso base de liquidación al momento de calcular su 

pensión de vejez, porque son beneficiarios de una bonificación judicial. 

En la aludida providencia, señaló: 

 

"Luego de analizar la situación fáctica planteada y la causal invocada, la 

Sala encuentra que, si bien es cierto, el decreto demandado creó una 

bonificación judicial únicamente a favor de los funcionarios de la Fiscalía 

General de la Nación, la decisión que se adopte al fallar el proceso puede 

afectar indirectamente a los Magistrados de esta Corporación, toda vez que 

han sido beneficiarios de una bonificación judicial durante su vida laboral. 

 

En consecuencia y como el impedimento manifestado por los Consejeros de 

la Sección Segunda resulta predicable de la totalidad de Magistrados de la 

Corporación, en atención al principio de economía procesal se dispondrá 

que, por Presidencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado, se lleve a 

cabo el sorteo de conjueces para que resuelvan el asunto"6. 

 

De conformidad con lo expuesto, actualmente la Sala Plena considera que 

aunque la bonificación judicial para empleados de la Rama Judicial y de la 

Fiscalía General de la Nación se encuentra prevista en distintas 

disposiciones normativas, su base legal es la Ley 4 de 1992 y su 

caracterización y efectos están previstos en idéntica forma. De modo que 

el examen de pretensiones dirigidas a obtener el reconocimiento de este 

concepto como factor salarial, es de interés de los Jueces Administrativos. 

 

De acuerdo a los anteriores lineamientos jurisprudenciales, la Sala 
considera que se configura la causal de impedimento invocada, pues 

si bien los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación están cobijados 

por un régimen salarial y prestacional diferente al de los funcionarios de 

la Rama Judicial, lo cierto es que el fundamento legal de las pretensiones 

es la Ley 4 de 1992 disposición aplicable tanto a los servidores de la 

Fiscalía General de la Nación como a los de la Rama Judicial, lo que denota 

interés directo de los Jueces Administrativos del Circuito Judicial de 

Bogotá en las resultas del proceso, en la medida en que dicha regulación 

les resulta aplicable, lo que podría comprometer la objetividad de la 

decisión sobre la procedencia o no de la inclusión de la bonificación como 

factor salarial para la liquidación de prestaciones sociales. 

 

Así pues, se encuentra fundado el impedimento manifestado por el Juez 

Veintiséis (26) Administrativo del Circuito de Bogotá con base en la 

causal l5 del artículo ,141 del C.G.P., que también cobija a todos los 
Jueces Administrativos del mismo Circuito Judicial, teniendo en 
cuenta las implicaciones que una eventual decisión favorable a las 

 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, CP. Carlos Alberto 
Zambrano Barrera, auto de 12 de julio de 2018, Rad. No. 11001-03-25-000-2017-00806-00(61090). 
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pretensiones de la demanda podría tener respecto de las prestaciones 

sociales por ellos devengadas." (Destaca el Despacho). 

 
 

Con sustento en el nuevo criterio adoptado por la Sala Plena del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, que a su vez encuentra fundamento en la 

reciente posición asumida por el Consejo de Estado, se infiere que la decisión 

de Sala Plena del 13 de Febrero de 2017 ha sido rectificada y por lo tanto, me 

asiste el deber de manifestar mi impedimento para continuar conociendo el 

presente proceso, toda vez que he sido beneficiaria de una bonificación judicial 

como la que aquí se pretende, situación que concurre en todos los Jueces que 

integran la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del Circuito de 

Bogotá, dado el interés que nos asiste como Jueces de la República 

pertenecientes a la Rama Judicial, por razón de la naturaleza de la prestación 

social en controversia, configurándose el supuesto de hecho que contempla la 

causal objetiva prevista en el numeral 1o del artículo 141 del Código General 

del Proceso. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 del Circuito Judicial de Bogotá, 

D.C., Sección Segunda,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. MANIFESTAR el impedimento de la suscrita Jueza 57 

Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá para conocer del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho presentado por el señor 

Fabián Antonio Bobadilla Amaya contra la Nación - Fiscalía General de la 

Nación, por hallarse incursa en la causal objetiva de recusación prevista por 

el numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso. 

 

SEGUNDO. Dado que la causal de impedimento aquí advertida comprende a 

todos los Jueces Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, por la 

naturaleza del asunto, conforme a lo expuesto, se ORDENA REMITIR a la 

mayor brevedad posible el presente expediente a la Secretaría General del H. 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que realice el sorteo de juez 

ad hoc de la lista de conjueces de la Sección Segunda de esa Corporación, de 
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conformidad con lo previsto por el numeral 2º del artículo 131 de la Ley 1437 

de 2011.  

 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
                                              

 
KGO 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

28/09/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., veinticinco  (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00251-00                            

Convocante  : MARTHA LILIANA CÁRDENAS OSORIO 

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                               . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a resolver sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 87 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre MARTHA LILIANA CÁRDENAS 

OSORIO y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, 

concerniente a la reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las 

primas de servicios, vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, 

como partidas computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del 

Decreto 4433 de 2004 y la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) 

del artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 
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i) Mediante la Resolución núm. 7531 de 9 de septiembre de 2013,  la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional CASUR, reconoció a la convocante MARTHA LILIANA 

CÁRDENAS OSORIO, asignación mensual de retiro. 

 

ii) En  petición  del  5  de  febrero  de  2020  con  radicado  20201200-010052862  Id:  

536127, la convocante solicitó a la  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR  le  reconociera las  sumas  dinerarias  por  concepto  de  la  

reliquidación  de  sus  mesadas desde el año 2014 hasta el año 2019, aplicando el 

incremento anual establecido por  el  Gobierno  Nacional  para  la  asignación  de  

retiro  a  los  factores base de  liquidación correspondientes a Prima de navidad, Prima 

de servicios, Prima de Vacaciones, Prima de alimentación y siguientes, de tal manera 

que se le aplicara el incremento al monto total de la asignación  de  retiro,  y  que  

como  consecuencia  de  la  anterior  declaración se  ordenara  el pago  de  los  valores   

por  concepto  de  las  diferencias  de  las mesadas  pensionales  reclamadas  y  las  

sumas  canceladas  por  concepto del  incremento  o reajuste anual de la asignación 

de retiro reconocida a partir del 1 de enero de 2014, hasta el año 2019. 

 

iii)  Mediante acto  administrativo  de 17 de marzo de 2020, CASUR dio respuesta a 

la petición anterior manifestando que no sería atendida favorablemente por vía 

administrativa e invitando a conciliar las pretensiones.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por la convocante con la facultad expresa para conciliar 

(fl. 8). 

 

- Cédula de ciudadanía de la convocante ( fl. 12). 

 
- Resolución No. 7531 de 9 de septiembre de 2013 expedida por el Director de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció 

a la convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 12 de 

septiembre de 2013, en cuantía equivalente al 75% del sueldo básico de actividad 

para el grado y las partidas legalmente computables (fls. 13 y 14). 
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- Reclamación administrativa presentada el 5 de febrero de 2020 por la convocante, 

ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, tendiente a 

obtener la  reliquidación de su asignación de retiro por omisión del principio de 

oscilación en las partidas computables de primas de servicios, navidad, vacaciones 

y el subsidio de alimentación (fls. 15 a 18). 

 
- Oficio con radicado No. 202012000077731  Id: 553354 del 17 de marzo de 2020 

por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación de la convocante (fl. 19 a 22).  

 
- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación. 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el 9 de septiembre de 2020 ante la Procuraduría  87  Judicial I en Asuntos 

Administrativos de Bogotá, y se concretó en los siguientes términos: 

 

““El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 35 del 03 de AGOSTO de 2020 
considero: IT (R) MARTHA LILIANA CÁRDENAS OSORIO, identificada con cedula de ciudadanía 
No.65.788.141, se le reconoció ASIGNACIÓN MENSUAL DE RETIRO mediante la resolución no. 
7531 del 09 de SEPTIEMBRE de 2013 expedida por CASUR, a partir del 12/09/2013, en cuantía  
del  75%,  tomando  para  la  liquidación  de  la  prestación,  el  sueldo  y  partidas computables, 
establecidas en los Decretos 1091 de 1995, 4433 de 2004, normas de carácter especial mediante 
las cuales se expide el Régimen de asignaciones y prestaciones para el personal del Nivel 
Ejecutivo de la Policía Nacional. En la actualidad, el convocante solicita se evalué su pretensión, 
en razón a que se trata de un  miembro  del  NIVEL  EJECUTIVO,  pretendiendo  se  reajuste  su  
asignación  de  retiro fundamentado   en   los   incrementos  que   en  su  apreciación   deben  
tener  las  partidas computables. En el caso del IT (R) MARTHA LILIANA CÁRDENAS OSORIO, 
al Comité de Conciliación y Defensa  Judicial  de  la  Caja  de  Sueldos  de  Retiro  de  la  Policía  
Nacional  le  asiste  ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido por este Cuerpo Colegiado 
en Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en cuanto al reajuste de las partidas computables de la 
asignación mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las  
primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes parámetros: 1. Se reconocerá el 
100% del capital. 2. Se conciliará el 75% de la indexación 3. Se cancelará dentro de los 6 meses 
siguientes a la radicación de la cuenta de cobro con los  documentos  pertinentes  en  la  Entidad,  
tiempo  en  el  cual  no  habrá  lugar  al  pago  de intereses. 4. Se aplicará la prescripción 
contemplada en la norma prestacional correspondiente. En los anteriores términos al comité de 
conciliación y defensa jurídica de la Caja de Sueldos de  Retiro  de  la  Policía  Nacional,  determina  
que  para  el  presente  asunto  le  asiste  ánimo conciliatorio.. 
 
 (…) valor a pagar 3.655.757 (…)”  

 

 
Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó la certificación expedida 

por la Secretaría  Técnica del Comité de Conciliación de CASUR, y la liquidación con 

la que se concretó la propuesta económica en la suma de $3.655.757.oo. 
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Oída la intervención de la entidad convocada, la convocante MARTHA LILIANA 

CÁRDENAS OSORIO, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad 

expresa para conciliar, manifestó la aceptación en los siguientes términos: 

 

“Hable  con mi  representada  acepta  y  está  de  acuerdo  con  la  propuesta conciliatoria  que 
propone CASUR”” 

 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 87 Judicial I para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 9 de septiembre de 2020, entre Martha Liliana Cárdenas Osorio  y la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 
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Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante, ni 

hacen tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el 

Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial 

respectiva, al tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad , los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que la convocante Martha Liliana Cárdenas Osorio fue 

debidamente representada por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que reposa dentro la actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR  compareció a través de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (Claudia Cecilia 

Chauta Rodríguez) y de su apoderado judicial, ambos con expresas facultades para 

conciliar. Adicionalmente se contaba con el concepto positivo del Comité de 

Conciliación de la entidad. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 
concerniente a la debida representación de las partes. 
 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el trámite de la conciliación se acreditó que el convocante prestó sus servicios 

como integrante de la Policía Nacional, siendo su empleo el de Intendente  del nivel 

ejecutivo con ubicación laboral en Bogotá-, por lo que es dable concluir que la 

Procuraduría 87 Judicial I para Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía 

competencia para adelantar la conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 el cual fue modificado por el artículo 

70 de la Ley 446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita 

a los aspectos de contenido económico en lo contencioso administrativo.  

 

En el presente caso, la convocante MARTHA LILIANA CÁRDENAS OSORIO 

reclama el reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro 

como integrante de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre 

derechos de carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo 

conciliatorio logrado entre las partes es un asunto de contenido económico, 

susceptible de conciliación, transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 
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prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decretada por el Consejo de Estado el 

personal de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo 

por homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en 

los Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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para adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 



Rad. núm. 110013342057-2020-00251-00 
Convocante: Martha Liliana Cárdenas Osorio 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

10 

 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones  

previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían su 

poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las asignaciones de 

retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se liquidarán tomando en 
cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones 
de actividad para cada grado y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

49 de este Decreto. En ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo 

legal.  

   

El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 

regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a 

menos que así lo disponga expresamente la ley” (Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 
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del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018,  con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro de la convocante, ya que en efecto se probó la 

omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de alimentación desde 

su reconocimiento, pues se muestra evidente con la confrontación efectuada entre la 

liquidación de la asignación de retiro y los anexos del trámite conciliatorio.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes 

a dichas partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la 

prescripción trienal prevista en el Decreto 4433 de 2004, pues el cálculo fue efectuado 

desde el 5 de febrero de 2017, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se realizó el 5 de febrero de 2020, circunstancia que fue conocida por 

la convocante y aceptada en la conciliación. Razón por la cual no se advierten efectos 

nocivos para el patrimonio público. 
 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 9 de septiembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 

cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 
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obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre la señora MARTHA 

LILIANA CÁRDENAS OSORIO, identificada con la C.C.  No. 65.788.141 de 

Natagaima y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR ante la 

Procuraduría 87 Judicial I Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 9 de 

septiembre de 2020, correspondiente a la reclamación de reliquidación de la 

asignación de retiro por la omisión del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de 

alimentación, por valor neto a pagar de tres millones seiscientos cincuenta y cinco 

mil setecientos cincuenta y siete pesos $3.655.757, de acuerdo con lo expuesto en 

las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
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Daf 

 

 

28/09/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2020-00252-00                            
Demandante        :  ANA RAQUEL TORRES OCHOA                      
Demandado         :  

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión  
 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la 

señora Ana Raquel Torres Ochoa, por conducto de apoderado, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que se declare la nulidad 

del acto ficto o presunto proveniente del silencio administrativo negativo 

respecto de la petición presentada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio el 2 de julio de 2019, mediante la cual solicitó el reconocimiento 

y pago de la sanción por mora en el pago de cesantías parciales, establecida 

en la Ley 1071 de 2006. 

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, 

aprecia el Despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 

167 de la Ley 1437 de 2011, por lo siguiente: 

 

- Estimación razonada de la cuantía. Resulta necesario realizar la 

determinación de la cuantía para establecer la competencia, por tratarse de un 

asunto de nulidad y restablecimiento de carácter laboral. 

 



2 
 

Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00252-00 
Demandante: Ana Raquel Torres Ochoa 

Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 

Por lo anterior, la demandante deberá efectuar la estimación razonada de la 

cuantía conforme lo establece el numeral 6 del artículo 162 de la Ley 1437 de 

2011, en concordancia con el artículo 157 inciso 4 ibídem, esto es, por el valor 

de las pretensiones al tiempo de la demanda de forma discriminada, sin tener 

en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como 

accesorios. 

 

- Anexos de la demanda. La demandante deberá acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho, y al Director de 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de 

admisión, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia, el Despacho considera oportuno que la parte demandante corrija los 

defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011, so pena del rechazo de la demanda. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por la señora Ana Raquel Torres Ochoa contra la Nación - 

Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el 

fin de que realice la corrección indicada en las consideraciones de este 

proveído, so pena del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 

170 de la Ley 1437 de 2011.  

 

TERCERO. RECONOCER personería al abogado Julián Andrés Giraldo 

Montoya, identificado con la cédula de ciudadanía núm. 10.268.011 de 
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Manizales y portador de la tarjeta profesional núm. 66.637 del Consejo 

Superior de la Judicatura, para actuar como apoderado de la parte actora, en 

los términos y para los efectos del poder conferido. 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

KGO 

 

 

 

 

28/09/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de septiembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2020-00256-00                            
Demandante        :  JHON FREDY OROZCO JARAMILLO 
Demandado         :  

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión  
 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

señor Jhon Fredy Orozco Jaramillo, por conducto de apoderado, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que se declare la nulidad 

del acto ficto o presunto proveniente del silencio administrativo negativo 

respecto de la petición presentada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio el 23 de agosto de 2019, mediante la cual solicitó el 

reconocimiento y pago de la sanción por mora en el pago de cesantías 

parciales, establecida en la Ley 1071 de 2006. 

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, 

aprecia el Despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 

167 de la Ley 1437 de 2011, por lo siguiente: 

 

- Anexos de la demanda. El demandante deberá acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho, y al Director de 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 
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Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de 

admisión, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia, el Despacho considera oportuno que la parte demandante corrija los 

defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011, so pena del rechazo de la demanda. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor Jhon Fredy Orozco Jaramillo contra la Nación - 

Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el 

fin de que realice la corrección indicada en las consideraciones de este 

proveído, so pena del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 

170 de la Ley 1437 de 2011.  

 

TERCERO. RECONOCER personería al abogado Julián Andrés Giraldo 

Montoya, identificado con la cédula de ciudadanía núm. 10.268.011 de 

Manizales y portador de la tarjeta profesional núm. 66.637 del Consejo 

Superior de la Judicatura, para actuar como apoderado de la parte actora, en 

los términos y para los efectos del poder conferido. 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

KGO 
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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00258-00                          
Demandante         :  ADRIÁN FELIPE ESCOBAR PÉREZ Y OTROS  
Demandado          :      COMISIÓN NACIONAL DE SERVICIO CIVIL 

 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión 
 
 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

señor Adrián Felipe Escobar Pérez y otros, por conducto de apoderado 

judicial, presentó demanda contra la Comisión Nacional de Servicio Civil, 

con el fin de que se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos:  

 

“Primero: Declarar nula la expresión: “el resultado de los exámenes 

médicos después de resueltas las reclamaciones, tendrá carácter de 

definitivo”, contenida en el inciso final del Artículo 57 del Acuerdo No. 
20181000006186 del 12 de octubre de 2018 "Por el cual se establecen las 

reglas del Concurso - Curso de Ascenso para proveer definitivamente los 

empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Régimen 

Específico de Carrera del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -

INPEC-, identificado como "Proceso de Selección No. 801 de 2018 - INPEC 

Ascensos". 
Segundo: Declara nula la expresión: “Ante la decisión que resuelve la 

reclamación contra el resultado de la Valoración Médica, no procede 

ningún recurso”, contenida en el inciso final del Artículo 60 del Acuerdo 
No. 20181000006186 del 12 de octubre de 2018 "Por el cual se establecen 

las reglas del Concurso - Curso de Ascenso para proveer definitivamente los 

empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Régimen 

Específico de Carrera del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -

INPEC-, identificado como "Proceso de Selección No. 801 de 2018 - INPEC 

Ascensos". 
Tercero: Declarar nula la expresión: “el resultado de los exámenes 

médicos después de resueltas las reclamaciones, tendrá carácter de 

definitivo”, contenida en el penúltimo inciso del Artículo 45 del Acuerdo 
No. 20181000006196 del 12 de octubre de 2018 "Por el cual se establecen 

las reglas del Concurso - Curso Abierto de Méritos para proveer 

definitivamente el Empleo denominado Dragoneante, Código 4114, Grado 

11, perteneciente al Sistema Específico de Carrera del Instituto Nacional 
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Penitenciario y Carcelario INPEC, Proceso de Selección No. 800 de 2018 - 

INPEC Dragoneantes". 

Cuarto: Declarar nulo el Artículo 47 del Acuerdo No. 20181000006196 
del 12 de octubre de 2018 "Por el cual se establecen las reglas del Concurso 

- Curso Abierto de Méritos para proveer definitivamente el Empleo 

denominado Dragoneante, Código 4114, Grado 11, perteneciente al Sistema 

Específico de Carrera del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

INPEC, Proceso de Selección No. 800 de 2018 - INPEC Dragoneantes". 
Quinto: Declarar nula la expresión: “Ante la decisión que resuelve la 

reclamación contra el resultado de la Valoración Médica, no procede 

ningún recurso”, contenida en el último inciso del Artículo 49 del Acuerdo 
No. 20181000006196 del 12 de octubre de 2018 "Por el cual se establecen 

las reglas del Concurso - Curso Abierto de Méritos para proveer 

definitivamente el Empleo denominado Dragoneante, Código 4114, Grado 

11, perteneciente al Sistema Específico de Carrera del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC, Proceso de Selección No. 800 de 2018 - 

INPEC Dragoneantes". 

Sexto: Declarar la nulidad de los RESULTADOS DEFINITIVOS DE LA 
VALORACIÓN MÉDICA, publicados a través de la plataforma SIMO de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil para la exclusión de los aspirantes de 
las Convocatorias 800 y 801 de 2018 del INPEC; los actos administrativos 
estructurados y dirigidos en el mismo sentido, se identifican exactamente 
así:  
Respuestas fechadas 10 de diciembre de 2019, todos estos actos 
administrativos, con el mismo contenido dirigidos a cada uno del ciento 
veintinueve (129) aspirantes, que se relacionaron en el acápite de PARTE 
DEMANDANTE y que se identifican en cada uno de los poderes 
legalmente conferidos.” 

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, 

aprecia el despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 167 

de la Ley 1437 de 2011, por lo siguiente: 

 

- De la improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones 

 

De conformidad con el artículo 165 del C.P.A.C.A., es posible acumular 

pretensiones en los siguientes términos: 

 “Artículo 165. Acumulación de pretensiones. En la demanda se podrán 
acumular pretensiones de nulidad, de nulidad y de restablecimiento del 
derecho, relativas a contratos y de reparación directa, siempre que sean 
conexas y concurran los siguientes requisitos:  
 
1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando 
se acumulen pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será 
competente para conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la 
demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u omisión 
de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse tales 
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pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativa será 
competente para su conocimiento y resolución.  
 
2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan 
como principales y subsidiarias.  
 
3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas.  
 4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.” 
 

 
Frente al tema, ha señalado el Consejo de Estado1 que, son procedentes tres 

clases de acumulación de pretensiones: (i) acumulación objetiva: se 

presenta cuando el demandante acumula en una misma demanda varias 

pretensiones conexas o no, contra el demandado; (ii) acumulación subjetiva: 

se da cuando se acumulan en una demanda pretensiones de varios 

demandantes contra un demandado o cuando un solo demandante acumula 

pretensiones contra varios demandados y, (iii) acumulación mixta: Cuando 

la demanda se interpone o se dirige contra la pluralidad de sujetos, activos y 

pasivos, y las pretensiones persiguen objetivos diferentes.  

 

De acuerdo con la clasificación anterior, en el presente caso se pretende una 

acumulación subjetiva de pretensiones, toda vez que en una misma demanda 

se presentan pretensiones de varios demandantes en contra de una misma 

entidad demandada. 

 

En torno a la acumulación subjetiva, prevista en el artículo 88 del C.G.P., es 

posible afirmar que, en principio, el Juez es competente para conocer de todas 

las pretensiones, cuando estas no se excluyen entre sí, todas puedan 

tramitarse por el mismo procedimiento, provengan de una misma causa y 

versen sobre un mismo objeto, es decir, se trate de los mismos hechos, 

omisiones y actos administrativos que sirven de fundamento. 

 

En el caso bajo estudio, observa el Despacho que el asunto no versa sobre el 

mismo objeto, pues aunque los demandantes pretenden controvertir los 

resultados médicos obtenidos en el proceso de selección, adelantando por la 

entidad accionada para acceder a los empleos vacantes de la planta de 

 
1 Consejo de Estado. Sentencia de 28 de septiembre de 2006. Exp. 2004-00799 (7823-05) MP. ALEJANDRO 
ORDOÑEZ MALDONADO. 
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personal pertenecientes al Régimen Específico de Carrera del Instituto 

Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC, es claro que la situación fáctica 

de cada uno de los actores es diferente, y en tal sentido, el restablecimiento 

de sus derechos no será uniforme, requiriéndose un análisis individual 

respecto de los hechos y las pruebas de cada uno de ellos. 

 

Tampoco se hallan en relación de dependencia, toda vez que la pretensión de 

cada uno de los actores, no tiene relación directa con la del otro, pues aunque 

el eventual daño deviene de una causa aparentemente común, el resultado 

podría ser diferente respecto de cada situación jurídica, individual y concreta. 

 

En ese orden, estima el Despacho que no procede la acumulación subjetiva 

de pretensiones, toda vez que cada uno de los demandantes ostentan una 

situación fáctica y jurídica individualmente considerada, por tanto, no pueden 

valerse de las mismas pruebas. 

 

Así las cosas, concluye el Despacho que se presenta una indebida 

acumulación de pretensiones la cual es preciso subsanar, en aras de impartir 

a la demanda el trámite que le corresponda, de conformidad con las reglas que 

rigen el acceso al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contenidas en los artículos 160 a 167 de la Ley 1437 de 2011. 

  

En tal sentido, el apoderado de la parte actora deberá desacumular las 

demandas de cada uno de los demandantes, para lo cual, por Secretaría se 

procederá al desglose de todas las piezas procesales relativas a los señores 

Alexander Alarcón Bautista, Ana Cristina Guerrero Molina, Ana María 

Hernández Barón, Anderson Estiven Piarpuzán Revelo, Andrés Felipe 

Agredo Guerrero, Andrés Felipe Montaguth Osorio, Andrés Martínez 

Salazar, Ángel Vicente Alba Lugo, Ángela Vanessa Rodriguez Diaz, 

Ángela Yessenia Rueda Rueda, Ángely Tatiana Erasso Narváez, Angie 

Gabriela Burbano Dávalos, Angie Jhulieth Castillo Torres, Angie Paola 

León Toro, Brayan Camilo Chaves Masuccio, Brayan David Monroy 

Hurtado, Brayan Eduardo Urquijo Sánchez, Brayan Esteban Perdomo 

Torres, Carlos Alexander Mera Bucheli, Carmen Vanessa Torres, Caterin 

Patricia Palomar Murillo, César Eduardo Bello Castro, Christian Roldán  

Jiménez Morales, Cindy Paola Quintero Guerrero, Cristian Camilo López 
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Moncayo, Cristian Homero Rodríguez, Daniel Camilo Salas Hernández, 

Daniela Franco Bedoya, Danilo Ríos Ibáñez, Danny Fernanda Bolaños 

Jaramillo, Darlin Jamin Muñoz Erazo, Dayana Alejandra Pantoja Sánchez, 

Dayana Patricia Hernández Montañez, Deisy Paola Chamorro Rosero, 

Deivis Jair Pérez Pallares, Diana Camila Capera Conde, Diana Carolina 

Nova Huertas, Diana Milena Cruz Álvarez, Dubán Gamboa Jerez, 

Duberney Pino Diaz, Edinson Duván García Pérez, Edison Ossa Fierro, 

Edwin Andrés Valderrama Cano, Edwin Esteban Herrera Palacio, Edwin 

Guillermo Mendieta Forero, Edwin Miguel Palmera Peralta, Elizabeth 

Sosa Guacaneme, Emerson Yamid Rengifo Muñoz, Erwin Ricardo Flórez 

Rosero, Geiner Motta Páez, Germán Dario Estupiñán Muñoz, Gilber 

Andrey Cañón Buitrago, Gilma Tatiana Imbachí Samboní, Héctor Fabio 

Muñoz Menza, Heyder Hernando Torres Gómez, Ignacio Davinson 

Piedrahita Montoya, Ingrid Tatiana Lizcano, Jairo Andrés Verjel Carreño, 

Jan Guillán Martínez Guerrero, Javier Alberto Gómez Castro, Javier 

Ordóñez Ordóñez, Jefferson Felipe Ortega López, Jefry Louis Torres 

Lascarro, Jeison Stiven Rey Guerrero, Jessica Tatiana Jerez Durán, 

Jhener Estild Rodríguez Córdoba, Jherson Danny Acosta Achicanoy, 

Jhon Jairo Parra Arango, Jhon Mayron Lehder Ortega Muñoz, Jhonathan 

Ortega Candamil, Johan Adrián Ruano Palacios, Johan Estiven Pulido 

Bravo, Johnier Esneider Narváez Marin, Jordán Andrey Pallarez 

Cerquera, Jorge Armando Cerón Bastidas, José Alexander Jaimes 

Carrero, José Geimar Triviño González, Juan Camilo Caicedo Benavides, 

Juan Camilo Martínez Vallejo, Juan Camilo Miranda Vargas, Juan Diego 

Guevara Espinoza, Juan Pablo Rosero Obando, Julieth Alexandra Dorado 

García, Karen Daniela Santacruz Enriquez, Karol Dayanna Barrera 

Delgado, Laura Cristina Morán Bernal, Laura Vanessa Salamanca Medina, 

Leonel Eduardo Villero Agamez, Leydi Sofia Bolaños Zambrano, Luis 

Carlos Cortés Betancourth, Luis Fernando Madroñero Igua, Luis Gabriel 

Ménde Montilla, Luisa Fernanda López Tombe, Luz Adriana Vargas Parra, 

Maira Daniela Rincón Granados, Marianela Basante Meneses, Martha 

Katherine Rojas Aponte, Mateo Pinzón Ortega, Michael Leonardo 

Valbuena Bermúdez, Michel Garcés Pizza, Miguel Ángel Jaimes Carvajal, 

Nathalia Pamela Delgado Narváez, Olga Lucia Sáchica Vargas, Óscar 

Jhonny Osorio Calderón, Óscar Mauricio Giraldo Del Río, Paula Andrea 

Pinilla Gualiche, Raúl Dario Barrera Cuéllar, Rubén Aldemar Madroñero 
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Igua, Santiago Andrés Torres Rojas, Santiago Esleider Muñoz Jaramillo, 

Siervo Arley León Corredor, Stefanny Pinzón Ramirez, Valentina 

Carrascal García, Wilder David Úsuga Ortiz, Wilmer Albeiro Torres Toro, 

Wilson Andrés Calvo Quintero, Wilson Fernado Castañeda Vásquez, 

Xiomara Cumbe Perdomo, Yadira Natalia Morillo Melo, Yair Armando 

Jojoa Pinta, Yan Carlos Quintero Carrascal, Yenny Fernanda Useche 

Hidalgo, Yeny Karina González Jiménez, Yerson Humberto Ramírez 

Fierro, Yilver Javier Cortés Vargas, Yosman Javier Vega Viera, Yulieth 

Mileidy Gil Guerrero, Yury Tatiana Puerto Rojas; en todo caso, para todos 

los efectos se tendrá como fecha de presentación, el 14 de septiembre de 

2020, y le corresponderá un número de consecutivo propio otorgado por la 

Oficina de Apoyo Judicial. 

 

Con el propósito de que el apoderado de la parte actora pueda desacumular 

las demandas, la Secretaría expedirá a costa de la parte interesada, copia 

auténtica de la presente providencia y de las piezas procesales 

correspondientes, y colaborará de manera armónica para dar cumplimiento a 

la desacumulación de las demandas. 

 

-  De la demanda presentada por el señor Adrián Felipe Escobar Pérez

  

En ese orden, el Despacho sólo avocará  conocimiento de la demanda 

presentada por el señor Adrián Felipe Escobar Pérez. 

 

Al respecto, se advierte que la demanda no reúne los requisitos de admisión, 

motivo por el cual, en aras de garantizar el derecho de acceso a la 

administración de justicia, el Despacho considera oportuno que la parte 

demandante corrija los defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 

de la Ley 1437 de 2011, so pena de rechazo de la demanda, para tal efecto, 

deberá subsanar los siguientes yerros: 

 
- Adecuar la demanda. Teniendo en cuenta que sólo se avocara respecto del 

demandante Adrián Felipe Escobar Pérez.  

 

- Designación de las partes y sus representantes. Deberá determinar con 

total precisión el nombre completo del demandante, para obtener claridad que 
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el señor Adrián Felipe Escobar Pérez es la parte activa de la demanda, de 

conformidad con el numeral 1 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

- Individualización de las pretensiones. El demandante deberá adecuar las 

pretensiones de la demanda, para determinar la congruencia entre los actos 

administrativos cuya nulidad solicita y las subsecuentes pretensiones 

reclamadas a título de restablecimiento del derecho, conforme lo establece el 

artículo 138, y el numeral 2 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

- Insuficiencia de poder. El mandato otorgado, no cumple con los requisitos 

contenidos en el artículo 74 del C.G.P., toda vez que el mismo deberá 

individualizar con total precisión los actos administrativos objeto de control de 

legalidad. 

 

- El lugar y dirección de notificaciones, partes, apoderados. Evidencia el 

Juzgado, que el apoderado del demandante, no indicó la dirección de 

notificación del señor Adrián Felipe Escobar Pérez, por lo tanto deberá 

precisarla, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 162 

del CPACA.   

 

- Anexos de la demanda. El demandante deberá acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho, y al Director de 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de 

admisión, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia, el Despacho considera oportuno que la parte demandante corrija los 

defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011, so pena del rechazo de la demanda. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO. Avocar conocimiento de la demanda presentada por el señor 

Adrián Felipe Escobar Pérez, de acuerdo a lo expuesto anteriormente. 

 

SEGUNDO. Inadmitir la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor Adrián Felipe Escobar Pérez contra la Comisión 

Nacional de Servicio Civil, por las razones expuestas. 

 

TERCERO. Conceder a la parte actora el término de diez (10) días con el fin 

de que realice las correcciones y aclaraciones aludidas en las consideraciones 

de este proveído, so pena del rechazo de su demanda de conformidad con el 

artículo 170 de la Ley 1437 de 2011. 

 

CUARTO. Por Secretaría procédase al desglose de todas las piezas 

procesales respecto de los demás demandantes, con el fin de realizar la 

desacumulación de demandas, de acuerdo con las consideraciones expuestas 

en la parte motiva de esta providencia.  

 

QUINTO. La Secretaría expedirá a costa de la parte interesada, copia 

auténtica de la presente providencia y de las piezas procesales 

correspondientes, y colaborará de manera armónica para dar cumplimiento a 

la desacumulación de las demandas. 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
 

 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

KGO 

 
 
 

28/09/2020 
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Accionante            : JAVIER ANDRÉS CONTRERAS MORENO  
Accionado             : NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA   
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión 
 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

señor Javier Andrés Contreras Moreno, por conducto de apoderado, 

presentó demanda contra la Nación - Ministerio de Defensa, con el fin de 

que se declare la nulidad del Oficio núm. 201913030027171 MDN-CGFM-

FAC-COFAC-JEMFA-JED-DIPRE-ASEJU-1.10 del 16 de julio de 2019 

mediante el cual se negó el reajuste salarial conforme al IPC para los años 

2001, 2002, 2003, y 2004.    

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, 

aprecia el Despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 

167 de la Ley 1437 de 2011, por lo siguiente: 

 

- Individualización de los actos demandados, e integración de las 

pretensiones de la demanda. Tratándose del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, la parte actora, en el acápite de pretensiones, 

deberá solicitar la declaratoria de nulidad de cada uno de los actos 

administrativos que crearon, modificaron o extinguieron su situación particular, 

individualizándolos en debida forma y separadamente, como lo indica el 

numeral 2 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. En el presente caso se 

pretende el reajuste salarial conforme al IPC para los años 2001, 2002, 2003, 

y 2004. 

 

Por lo anterior, la parte demandante deberá integrar a las pretensiones de la 

demanda la nulidad parcial de la Resolución núm. 6805 del 21 de junio de 
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2019, a través de la cual la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares le reconoció 

y pagó la asignación de retiro al señor Javier Andrés Contreras Moreno. 

 

- Designación de las partes y de sus representantes. En el mismo sentido, 

se deberá integrar al extremo pasivo a la Caja de Retiro de las Fuerzas 

Militares, por ser la entidad que reconoció la asignación de retiro al señor 

Javier Andrés Contreras Moreno, de conformidad con el artículo 162 

numeral 1 de la Ley 1437 de 2011.  

 

- Anexos de la demanda. El demandante deberá acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al 

Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho, y al Director de 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de 

admisión, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia, el Despacho considera oportuno que la parte demandante corrija los 

defectos señalados, conforme lo dispone el artículo 170 de la Ley 1437 de 

2011, so pena del rechazo de la demanda. 

  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. INADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 

presentada por el señor Javier Andrés Contreras Moreno contra la Nación 

- Ministerio de Defensa por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. CONCEDER a la parte actora el término de diez (10) días con el 

fin de que realice la corrección indicada en las consideraciones de este 

proveído, so pena del rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 

170 de la Ley 1437 de 2011.  

 

TERCERO. RECONOCER personería al abogado Joffre Mario Quevedo 

Díaz, identificado con la cédula de ciudadanía núm. 3.021.955 y portador de la 
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tarjeta profesional núm. 12746 del Consejo Superior de la Judicatura, para 

actuar como apoderado de la parte actora, en los términos y para los efectos 

del poder conferido. 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

KGO 
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: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Inadmisión 
 

 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el señor José 

Héctor Melendro Lis, por conducto de apoderada judicial, presentó demanda contra la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social - UGPP, con el fin de que se declare la nulidad del 

“Auto ADP 001809 del 13 de marzo de 2019 por medio de la cual se negó el pago de la 

pensión de sobrevivientes al demandante.”. 

 

Examinada la demanda y sus anexos en orden a decidir su admisibilidad, aprecia el 

Despacho que ésta no reúne los requisitos de los artículos 160 a 167 de la Ley 1437 de 

2011, por lo siguiente:  

 

- Constancia de vinculación de la causante Myriam Cecilia Buenaventura de 

Melendro. Con el fin de establecer si la causante Myriam Cecilia Buenaventura de 

Melendro fue empleada pública resulta necesario que el demandante allegue 

certificación laboral en la cual se indique la entidad en la que estuvo vinculada y el cargo 

que desempeñó, asimismo señale el último lugar donde prestó los servicios.  

 

- Individualización de los actos demandados. Resulta necesario que la parte actora 

precise los actos administrativos que se hayan pronunciado respecto de la solicitud de 

reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, puesto que la entidad demandada 

a través de la Resolución RDP 000393 del 9 de enero de 2018 reconoció y ordenó el 

pago de la pensión de sobrevivientes al demandante. 
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En ese orden de ideas, el actor, en el acápite de pretensiones, deberá individualizar en 

debida forma y separadamente, cada uno de los actos administrativos demandados como 

lo indica el numeral 2 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, indicando el 

restablecimiento del derecho pretendido con la nulidad de cada uno de ellos.  

 

- Estimación razonada de la cuantía. Resulta necesario realizar la determinación de la 

cuantía para establecer la competencia, por tratarse de un asunto de nulidad y 

restablecimiento de carácter laboral. 

 

Por lo anterior, la parte demandante deberá efectuar la estimación razonada de la cuantía 

conforme lo establece el numeral 6 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, en 

concordancia con el artículo 157 inciso 4 ibídem, esto es, por el valor de las pretensiones 

al tiempo de la demanda de forma discriminada, sin tener en cuenta los frutos, intereses, 

multas o perjuicios reclamados como accesorios, y sin exceder de tres años. 

 

- Insuficiencia de poder. El mandato otorgado, no cumple con los requisitos contenidos 

en el artículo 74 del C.G.P., toda vez que el mismo deberá individualizar con total 

precisión los actos administrativos objeto de control de legalidad. 

 

- Anexos de la demanda. El demandante deberá acreditar el envío por medio electrónico 

de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, al Agente del Ministerio 

Público delegado ante este Despacho y al Director de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 

806 de 2020. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda no reúne los requisitos de admisión, en aras 

de garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia, el Despacho considera 

oportuno que la parte demandante corrija los defectos señalados, conforme lo dispone el 

artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, so pena del rechazo de la demanda. 

 
  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Inadmitir la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, presentada 

por el señor José Héctor Melendro Lis en contra de la Unidad Administrativa Especial 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00262-00 
Demandante: José Héctor Melendro Lis 

Demandado: UGPP 

 

de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - 

UGPP, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. Conceder a la parte actora el término de diez (10) días con el fin de que 

realice la corrección indicada en las consideraciones de este proveído, so pena del 

rechazo de su demanda, de conformidad con el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011.  

 

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 
 
 
 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

 
   

 
KGO 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

28/09/2020 


